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Finalmente, se acompaña ei voto singular del magistrado Blune Fortini

La resolüción recaida en el cxpcdicotc 0351,1-2015-PA/TC es aquella que <leclara

INFUNDADO el pedido de represión de actos lesivos homogéncos y está conformada
po¡ los votos de los nagistraclos Sa¡dón de Taboada, Ledesma Narváez y Espinosa-
Saldaña Barrcra, estc Í¡ltino corlvocado pirra dirimir la disco¡dia suscitada en au1os. Se
deja constancia que los magistrados concuerdan en el sentido del fallo y la resolución
alcanza los tres votos confolmes. ta1 como lo prevé e1 artículo 11, primer pánalb dei
Reglamento Normativo del lribunal Constitucional cn concorda[cia con el articnlo 5.
cua o pánafo de su I-cy Orgánica.
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VOTO DI,], LOS MAGISTRADOS SARDON DE TABOADA Y
LtrDESMA T\.ARVÁEZ
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El recurso de agravio constitlrcional interpuesto por don Cuillermo Marcial
Domínguez Zanludio contm la resolución de fojas 105. de f¡cha 26 de febrero de 2015,
expedida por la Sala Superior de Emergencia de la Cofe Supcr;or de Juslicia de lluaLrra
que declaró inlundado el pcdido dc rcpresión dc actos lcsivos homogéneos; y,
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Mediante la sentencia contenida en la Resolución ll, de fecha 14 de octubre de
2010 (fl 3l). la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Huaura confirmó la
sentencia contenida en la Resolución 3. de fecha 18 de mayo de 2010, que resolvió
declarar lundada la demanda; en consecuencia, nula Ia Resolución 4455-200'7-
ONP/DP/DI- 19990, de lccha 29 de novie¡¡bre de 2007. y ordena que la cnlidad
demandatl¡ restituya al actor la pensión de invalidez otorgada mediante la
Rcsolución 43277-2004-ONP/DC/DL 19990, de t¿cha 17 de.junio de 2004 y le
pague las pensiones devengadas dcsde la suspensión dc su pcnsión con los
coffespondientes ¡ltereses legales.

2- Él demandante. medianle escritos de ttcha 26de febrero y 9dejuniode20l,+
(lT. 50 ) 67) fon¡uló an¡e el Primer Jlrzgado Civil de Iluacho solicitud de reprcsion
de aclos honrogéneos y alegó que en el proceso de amparo scguido en cl
Lxpediente 01670-2010-0-1308-JR-CI'01. medianre la senrcncia co¡lenida en la
Ilesolución ll. de fecha 14 de octubre de 2010, (11 3l), que tienc autoridad dc cosa
juzgada, la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de fluaura ordenó a la

demandada que restiluya su pensión de invalidez, por lo que la Oficina dc
Normalización Previsional (ONP.) en cumplimiento del citado mandato dc f¿cha l4
de ocllbre de 2010, en elapa de ejecución de sentencia, emitió la Resolucion
I 11776-201 ()-ON P/DPR.SC/DL 19990, de fécha 14 de diciembrc de 2010, que
rcsuclve dciar sin cleclo la liesolución 4,155-2007-ONPTDPTDL 19990 (f. 1) y
resliluir el mérito de la Resolución 43277-2004-ONP/DC/DL 19990 (ll l).
rnedianle la cual s(j le otorgó pensión de invalidez deflnitiva alamparo del Dccreto
l-cy 19990. Sin c¡rbargo. la ONP en una persec!¡ción administrativa, mediante las
noliñcaciones dc lbch¡ i de dicienrbre de 2012 y l8 de febrero,22 de abril y l4 dc
junio dc 2013, lc co¡¡unicó dc Ias aociones de control posterior para veriflcar su

estado dc invalidcz, a pcsar de que el acto administrativo que le otorgó Llna pensión
dc invalidcz dcfirl¡Iiva se encuenlra suslenlado en la Ley 27023, al haberse
establecido que su enf-crnlcdad cra de carácter irreversible ¡ de naturaleza
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pclnlanente. por lo que no corresponde que se Ie exija comprobación Periódica de

su estado de invalidez; y lnediante Ia Rcsolución 283-2013-ONP/DPR.l F/DL
19990. de fecha 14 de agoslo de 2013 (t 58) resolvió suspender el pago de su

pensión de invalider definiliva sustentando su decisión en que no cumplió con
someterse a la comprobación de su eslado dc invalidez.

La Sala superior de Emergencia de la Corle Superior de Justicia de Huaura,
rncdiantc la Resolución 2, de f¡cha 27 de t¿brero de 2015 (f. 122), revocó la

Resolución 22, de lecha 9 de octubre de 2014 (f. 120), que declaró fundado cl
pedido de replesión de actos homogéneos solicitado por el demandante; y.

refbr¡nándola. declaró inlundado dicho pedido por coDsiderar qüe los hechos
expuestos por la ONP e¡ la Resolución,1455-2007-ONP/DP/DI- 19990 no son los
Drisr¡os de aqucllos que sc expusieron al emitir la Resoluc;ón 281-2011-
ONP/DPR.IIYDL 19990, por lo quc no se irata de hcchos homogéneos; más aún
cuando la facultad dc flscalizació¡ posterior y de suspendcr la pensión que 1ie¡le la

ONP sc encuenlra prevista cn los a(ículos 32 de le ].ey 27444 y I del Decrelo
Suprcmo 063-2007-EF, rcspcctivamcntc.

I lTribunal Constitucional, en su calidad de supremo intérprelc dc la Conslitución.
e conf'ormidad con lo establecido cn cl articulo 201 de Ia Constitución y en el

anicu lo I de su Ley Or8árica, se ha pronunciado sobrc los alcances del pedido de
represión de actos homogéneos al que hace referencia el a(ículo 60 del Código
Procesal Constitucional. Así, en la scntcncia emitida en el Expediente 04878-2008-
PA/TC se precisó que. a ci¡ctos dc admitir a trámile !0 pedido de represión de
actos hoÍnogóncos. estc debía cunplir dos presupueslos: a) la existencia de una
scntcncia cjcculoriada a lavor del demandante en un proceso constitucional de
lutcla de dcrcchos lundamcnlales; y b) el cu¡¡plimiento de lo ordenado en la
scntcncia de condena.

5. Iln el caso de autos, la pretensión en el proceso de amparo scguido por el aclor
contra la ONP a que se h¡ce relerencia en el considerando I r¿?r"r, estaba relcrida a
que se declare nula la Resollrción,1455-2007-ONP/DP/DL 19990, de f¿cha 29 dc
novict¡brc dc 2007 (1.4), que resuelve suspender el paSo de su pcnsión dc
invalidcz a partir dcl nlcs de diciembre de 2007; y que. en consecuencia, se ordcnc
a la entidad cnrplazada que lc restil!¡ya el pago de la relerida pensión.

6. La Sala Civil de la Code SLrperior dc Justicia de Huaura mediante la sentenuiu
conlenidaenlaflesoluciónll,defechal4octubredc20l0(f.31),declarólundada
la denlanda de amparo interpuesta por el actor contra la ONP, nula Ia Ilesolucrón
4455-2007-ONP/DSO.SI/DL 19990. dc fccha 29 de noviembre de 2007, que
suspende la pensión dejubilación del actor y ordenó la rcstilución de la pensión del
demandanle. por considerar, entre otros, quc la motivación de la rel'erida
suspensión ordenada por Ia ONP cs de cadcter general, esto es, no se ha
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Al respecto, cabe precisar que consta en la Resolución ,1,155-2007-ONP/I]P/DL

19990. de fecha 29 de noviembre de 200? (f.,{), que la ONP rcsolvió suspender el
pago de la pensión dcl ac¡or que Ic fue otorgada mediante Ia Resolución 43277-
2004-ONP/DC/DL 19990, dc ¡csha l7 dc ¡unio dc 2004, por considerar que de la
revisión de los expedientes administrativos se evidencia que Ia psnsión de invalidez
dc las pcrsonas comprendidas en el Anexo I (dentro de las cuales se encuentra el
accionante) se otorgó en razón a quc contaban con un ccrlificado ¡nédico que

señalaba una incapacidad pefl¡anente por sufrir dcter¡¡inada enfermedad
irreversible, y que a raíz dc las revaluaciones médicas electuadas por la ONP, en
concordancia con lo establecido en lrl artículo 35 del Decrelo Ley 19990, se ha

detenninado que a la fecha no tienen enf-ermcdad alguna o que tienen un¿
nlen¡edad diferente a la que motivó el otorgamiento de Ia pensión de invalidez,
onlonne quedaba acreditado con los ccrtificados médicos que obran en cada
xpediente administrativo.

Por su partc, la solicilud de represión <Je actos homogéneos presentada por cl
denrandante está ret¿rida a quc se declare nula la Resolución 283'2013-
ONP/DPR.IF/DL 19990, de iecha l4 de agosto de 2013 (L 58) y que se le rcstituya
su pensión de invalidez. Dicha Rcsolución 283-2013-ONP/DPR.lF/DL 19990
resolvió suspender la pensión de invalidez a partir del mes de octubre de 2011,
sustentando que constaba en Ia notificación del l4 de junio de 2013 (recibida cl l9
de junio de 2013.) que se habia requerido al aclor asislir a la comisión médica
respectiva a fin de someterse a la evaluación médica correspondiente; sin embargo,
el pensionista no se presentó antc la Co¡nisión Médica Evaluadora programada a fln
de comprobar su estado dc invalidez.

9. 8n lal scnlido, se evidencia clue no se trata del mismo acto lesivo. pues en un
primer ¡lomenlo la Resolución 4,{55-2007-ONP/DP/DL 19990, de fecha 29 de
novicmbrc de 2007 (t ,1), resolvió suspender el pago de la pensión del actor a
partir dcl pago del mes de dicie¡nbre de 2007, sustentando su decisión en que a rurz
de las revaluacioncs lnódices el'ectuadas por la ONP se había delen¡inado que las
personas comprendidas en el Anexo I (cntrc las cuales se encontraba e¡ actor) no
lcnían enlermedad alguna o que tenian una enfcrmedad distinta a Ia que motivó el
olorg¡nienlo de la pensión de invalidcz, confome quedaba acreditado con los
cerlillcados médicos que obraban en cada expedientc administrativo.

dcnlostrado en f'or¡na concreta y expresa la irregularidad en la que habria incurrido
el actor. asi co¡no t¡mpoco existe documento o prueba con el que se verifique que

hubiera inclrrrido en un hecho fiaudulento, vulnerándose el principio de verdad
material el cual exige qlie se veriflque plenamente y no presuntamcnte los hechos
que sirvcn dc motivo a sus decisiones.
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10. Por su parte, en la Resolución 281-2013-ONP/DPR.IF/DL 19990, de lecha 14 de

agosto de 20ll (1. 58), en Ia que se resuelve suspender el pago de la pcnsión de

invalidez del actor a partir de octubre de 2013, la ONI'lo hace susteotándose en
que el actor no cumplió con someterse a la comprobació¡r de su estado de invelidcz,
argumento distinto que no fue mencionado ni utilizado por la ONP en la resoluc;ón
administrativa de l'echa 29 de nov;embrc de 2007; y que, en lo que se refiere a la
corlrprobación periódica del estado de invalidez, importa recordar que el segundo
párrafo del arlículo 26 del Decrelo l-ey 19990 señala quc cn caso de enfermedad
tenninal o irreversible, no se exigirá dicha comprobac¡ón periódica; sin embargo.
dicho supucsto únicamente excluye la comprobación periódica 1ue en esencia eslá
regulada para la incapacidad de carácler tempoml mas no la comprobación o

fiscalización posterior que la ONP realice en cumpli¡¡iento de las obligaciones
establecidas en el artículo 3.14 de la Ley 28532 y el artÍculo l2.l de la t,ey
27444, ruzón por la cual el hecho de que la emplazada solicite a la demandante
sorneterse a una nueva evaluación de su eslado de salud no consliluye una
alcctación dc su derccho a Ia pcnsión.

ll. Iln consccücncia, la prelensió¡ de Ia de¡na¡danle no se encuenlra dentro del
inslituto de los actos homogéneos al no cumplir con los presupuestos señalados por
el Tribunal para que sea admitida como tal. En efecto, en el firndamento 42 de la
sentencia emitida en el Expediente 0,1878-2008-PA/TC se establece que ' el carácter
homogéneo del nuevo acto lesivo debe ser ¡nanifiesto. cs decir. no deben existir
dudas sobre la homogeneidad enlre el acto anterior y el nuevo. En caso contrariu,
debe declamrse improcedcnte la solicitud de represión respecliva, sin perjuicio de
que el demandanle inicie un nuevo proccso co¡stiluciona¡ contra aquel nuevo aolo
que considera que afécta sus dercchos fundamentalcs, pero qlre no ha sido
considerado homogéneo respecto a un acto antcrioi'(subrayado agregado) molivu
por el cual corresponde desestimar el pedido de represión de actos lesivos
homoSéneos.

Dcclamr INFUNDADO cl pedido de represión de actos lesivos homoSéneos
inlerpueslo por el dernandante.

/í
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BAIIRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por la magistrada Ledesma Narváez y el

magistrado Sardón de Taboada en considerar infundado el pedido de reposición de actos

homogéneos interpuesto por cl demandante.

EXP. N.. 035r4-201s-PA/IC
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ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA l./t

Lo que
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO ERNESTO BLUME FORTINI EN EL
QUE OPINA QUE CORRESPONDE ORDENAR LA E.IECUCIÓI Og IA
SET\'TENCIA EN SUS PROPIOS TÉRMINOS DEBIENDO REPONERSE

INMEDIATAMfNTE EL PACO DE SU PENSIÓN DE INVALIDEZ

Discrepo de la posición de mayoria que ha decidido declarar INTUNDADO el pedido de

represión de actos lesivos homogéneos interpuesto por el demandante, pues a mi juicio lo
que corresponde es REVOCAR la resolución recurrida, por cuanto la ONP ha lesionado el
derecho a la pens¡ón del demandanle al declarar Ia nLrlidad de la prestación que veni¡
gozando. A continuación. expongo las razones de ¡ni posición:

La Olicina de Normalización Previsional fue crcada mcdiante cl Decreto Ley 25967
(¡nodificado por Ia Ley 26323), con Ia finalidad de administrar las pensiones del
Régimen del Decreto l-ey 19990, estableciéndose que lodas las funciones que, en su
momento, tcnía el Instituto Perua¡o de Seguridad Social, pasaban a su cargo.

2. En virtud del a¡'tículo 3 de Ia Ley 28532 (Ley que dispuso la reestrL¡cturación integral
de la ONP) y el artículo 3 del Decreto Supremo 118-2006-EF, la ONP tiene las
siguientes facultades con ¡elación a Ia verificac¡ón de la existencia de aportaciones y
relaciones Iahoralcs:

l. Reconocer, declarar, calilicar, verificar, otorgar, liquidar y pagar derechos pensionarios
con arreglo a ley, de los sistemes previsionales que se le encarguen o hayan encargado, a'i
como del Régimen de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, Decreto Ley
N" 18846.
5. Coordinar con la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNA'r) las
aclividades necesarias para el control de las apoñaciones recaudadas; la oblención de la
información requerida para sus procesos adminislrativos y supervisar el ejercicio de las
facultades de administración delegadas con arreglo a Io establecido en los convenios
interinstilucionales suscritos.
6. Conducir los procedimientos administrativos vinculados con las apo¡laciones de los
sistenas previsionales, conforme al marco legal vigente,
7. Realizar periódicamente los estudios e informes que correspondan a sus ñnes
institucionales, proponer la expedición de normas que contribuyan al mejor cumplimiento
de éstos y opinar sobre los proyectos de dispositivos legales relacionados directa o

indirectamente con los sistemas previsionales a su cargo,
12. Diseñar, racionalizar y optimizar los procesos y procedimientos operativos.
13. Mantener operativa y actualizada.la plataforma tecnológica de la ONP.
15. Efecluar 1as acciones de fiscalización que sean necesarias, con relación a los derechos
pensionarios en los sistcmas previsionales a su cargo, para garantizar su olorgamiento con
arreglo a ley.
La ONP podrá determinar e imponer las sanciones y medidas cautelares, de acuerdo a las
non¡as legales y reglamentarias.



*o;
W

ilil tilil illt I I uil

DOMINGUEZ

3. Los alcances de las lacultades antes señaladas, de cara con la obligación de
reconocimiento de pensiones a favor de los jubilados, implican que la ONP tiene
obligación de sistematizar y organizar toda la inlormación laboral q!¡e se desprenda del
acervo documentario que le es remitido por los empleadores para su custodia, asicumo
efectuar los procedimientos administrativos necesarios para verificar el pago efectivo
de las aportaciones descontadas a los asegurados o pagadas directamente por ellos en

su calidad de asegursdos facultali\os

Ahora bien, no podemos perder de vista que el despliegue de este tipo de accrones
materiales supone un costo. Sin embargo, la creación e implementación de la ONP,
viene a ser, en los hechos, la respuesta que asumió el Estado peruano para concretizar
el derecho fL¡ndamental a Ia pensión a lavor de todos los ciudadanos a modo de
garantía estatal. Esto en claro cumplimienlo de sus obligaciones inle(nacionáles de

respeto de los dcrechos protegidos por, entre otros instrumentos internacionales, la

Convención Americana de Derechos Humanos y de garantizar su ef¡ctividad a través
de medidas legislativas u otro tipo de medidas estatales (artículos I y 2 de la
Convención Americana de Derechos Humanos).

6. Por ello. considero que la ONP no puede continuar inerte fiente a la solicitud insistente
dc los miles de cesantes no pensionados del reconocimiento de su derecho al goce a

EXP. N.. 015t4-2015-PA"¡IC
HUAUR"A.
CUILLERMO MARCIAL
ZAMUDIO
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16. Conducir o encargar la conducción de las acciones de acotación y cobranza de los
adeudos para con los sistemas previsionalcs asi como los intereses, multas y moras
correspondientes,
17. Disponer las medidas que garanticen el cLrñplimiento de las acciones señaladas en los
numerales l5 y l6 precedentes, incluyendo, de ser necesario, el uso de la vía coaotiva.
18. Ejercer cualquier otra facultad que se derive de sus fines y las demás que expresamente
le confiera 1a ley.

4. Estas fácultades, a s!¡ vez, generan en Ia ONP la responsabilidad exclusiva de ubicar
toda la inlo¡mación posible que permita determinar la existencia de las relaciones
laborales anteriores a 1992 (año de su creación como instilución púb1ica), y los pagos

de las aportaciones l¡cultativas anteriores a dicha lecha, pues ello forma parte de las

obligaciones que debc asumir en su calidad de ente administrador del Sistema Nacional
de Pensiones; actividad que, en su caso, no solo implicará solicitar a los involucrados
los documentos que tengan en su poder y que acrediten la existencia de las relaciones
laborales o el pago de aportaciones facultativas que manifiesten haber electuado, sino
ta¡¡bién involucra el desa(ollo de acciones materiales destinadas a la búsqueda y
ubicación de dicha información, no interesando quien sea el custodio de la misma, sino
buscando verificar su existencia antes de slr creación como entidad estalal; y, de ser
pos¡ble, el pago efectivo de dichos apones.

l

I
I
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una pensión en el Sistema N¿cional, pues es el Estado, a través de esta entidad, quien
debe garantizar a nuestros adultos mayores el pago de las prestacioncs pensionarias que
se generaron a propósito de su vida labo(al y el pago de aportaciones al entonces

lnstituto Peruano de Seguridad Social. Aún cuando esta situación implica la necesidad

de mejorar la infiaestructura de la ONP e incrementar el presupuesto dc dicha entidad.
considero que ha llegado el momenlo de que el Estado cumpla con este sector
poblacional vulnerable.

No cs una novcdad la dificultad que se presenta en el reconocimiento de aportacioncs a

los jubilados no pcnsionistas dentro del procedimiento administrativo pensionario ante
la ONP, pues fue el propio Tribunal Constitucional, allá por el año 2008, que terminó
por identificar que el scrio problema de las mafias de lalsificaciones de documentos
para crcar material probatorio respecto de la existencia de empleadorcs. también habian
incursionado en los trámitcs dc los proccsos constitucionalcs dc amparo. hecho que
llevó a tomar ¡¡edidas jurisdiccionales con relación a la acreditación de la rclación
laboral en estos procesos, emitiéndose así la Sentencia 4162-2007-PAITC con calidad
de precedente, en la que se establecicron las rcglas para la presentación de pruebas en

los procesos de amparo previsional-

8. Tal situación anómala, también generó la toma de medidas institucionales por Ia ONP
en ejercicio de su lacultad de control posterior contenida en el artículo 32 de la Ley de
Procedimiento Administralivo General (Ley 27444), quc a la fccha han gcnerado que
un número importante de pensionistas pierdan el gocc de la pcnsión quc )¡ \,cnían
perc;biendo. Esto a través de la emisión de resoluciones administrativas quc
dispusieron Ia suspensión o la nulidad del goce de pensiones.

Particulafl¡ente, considero qL¡e el ejercicio de esla lacultad, como viene electuándose
por parte de la ONP, resulta lesiva del derecho a la pensión por las siguientes razones:

a) De los expedientcs que he tenido a la vista sobre suspensión o nulidad de pension,
he podido verificar quc la ONP dentro del procedimiento de control posterior,
concentra sus esfuerzos en verificar la existencia del pago de la aportación,
dejando de lado la verificación de la rclación laboral.

b) En los expedientes adminislrativos en los que se realiza una nueva búsqueda de
informació¡r, se aprecia que cuando esta se encuentm en custodia de personas no
autorizadas, simplemente la ONP no procede a verificar la existencia de la relación
laboral, presumiendo que dicha información no es fidedigna, sin que exista un

sustento razonable para ello.

DOMIN(N]EZ

c) En los proccdimientos de control posterior, la ONP revisa al azar diversos
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expedientes administrativos, los cuales son so¡¡etidos a cxhaustivas pruebas

periciales a fin de detectar alguna irregL¡laridad, sin tomar en cucnta que su

facLrltad de anulación del aoto adminislrativo firme ya ha excedido el plazo de I

año que la Iegislación le olorga para ello, trastocando la seguridad juridica del acto
administrativo y de la cosa decidida.

d) Aun cuando es innegable la situación que la masiva falsificación dc documentos
generó en el sistema previsional, dicha situación ya lleva supewiviendo más de

una década sin que Ia ONP haya dado cuenla de las medidas implementadas para

contrarrestar los efectos de aquella situación y la eficacia dc dichas medidas.

e) ¿Es una finalidad constitucionalmente legítima del control posterior pensionaflo
demostrar la ineficiencia del conlrol previo? A mi juicio no lo es, pero en el

e'ercicio del control posterior de Ia ONP respecto del procedimiento pensionario
sucede todo lo contrario. Pese a scr una facultad de la administración revisar sus

procedimientos administrativos, el uso pcrmanente en el tiempo del control
posterior no demuestra serpcr.rc una medida eficaz y eficiente. En el caso de la
ONP en el ejercicio de esta f¡cultad Io único que vicne demostrando es el fracaso
del control previo administrativo, situación sumamente grave! porque el
procedimiento de calificación previa de la solicitud pensionaria süpone una
verificación idónea de Ia información consignada por el peticionante, a lln de
proveer una pensión temporal que finalmente! y luego de concluida la rcvision
administrativa eficiente, se transformará en una prestación deflnitiva. Pese a ello,
la mayoria de resoluciones cuestionadas vía proceso de amparo que ponen fin al

procedimiento de conlrol posterior, terminan por demostrar lo i¡eficiente del
control previo.

10. En la Sentencia 08156-2013-PA/TC, cl Tribunal Constitucional precisó que el trato
preferente a favor de las personas adlrltas mayores en los procedimientos
administralivos (entre olros procedimientos), es una manilestación no enumerada de

los derechos al debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva que me¡ece el

otorgamiento de una tutela especial cn todo nivcl de proceso o procedimienlo, y que se

expresa como la facultad de las personas adultas mayores para exigir y, por tanto,
recibir un lrato prelerente en los procesos judiciales, administrativos, corporativos
parliculares y de otra índole de los que sean par1e.

ll. La relerida manifestación exige de la ONP una total eficicncia en el desarrollo del
proccdimiento pcnsionario. Esto con la finalidad de garantizar que el deaecho
constitucional a la pensión haya sido correctamente tutelado, para lo cual, resulta
importante que los controlcs administrativos (previo y posterior) que se desarrollen,
resulten objetivos no solo con la valoración de los medios de p¡r¡eba maleria de
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revisión para la validación de la existcncia dc la rclación laboral (y de ser el caso, para
validar la exislencia del pago de aportes), sino que también sea¡t obietivos en el análisis
de las actLlaciones y actos administrativos previos y las consecuencias jurídicas que de
cllos se desprendan (inscripción como asegurado obligato.io o facultativo, registro de
los dependientes, etc). Ello, con la finalidad de asegurar un correcto ejercicio de sus
facultades legales conforme con la Constitución.

12. A la fecha, se vienen prescntando casos en los que la ONP, resuelve suspender el pago
de pensiones después de varios años de haberlas otorgado, esto, pese a que los
administrados cuentan cor scntencias judiciales que ha dispuesto el pago de dicha
pensión. Tal decisión es sustentada cn (rl artículo 32 de la Ley 27444, que regula el
control posterior de la Administración y obliga a los pensionistas, que poseen una
enlermedad permanente, a someterse a una reevaluación o comprobación de su estado
de i¡rvalidez, aun cuando el artículo 26 del Decreto Ley 19990, establece que Ia
comprobación periódica del estado de invalidez no se exigirá en caso de personas con
cnfermedad terminal o irreversiblc

lJ. En el caso de autos, se aprecia qL¡e la ONP a través de la Resolución 282-2013-
ONP/DPR.IF/DL 19990. suspcnde la pensión de invalidez del actor desde el mes dc
octubre de 2013, debido a que "don Guillcrmo Marcial Domínguez Zamudio no ha
cumplido con someterse a la comprobación de su estado de invalidez" (t 59). Tal acto
administrativo ha sido emitido pese a que Ia Ilesolución 43277-2004-ONP/DC/D[,
19990 determinó que el recurrente posee Llna incapacidad de naturalcza permanente y
que el demandante cuenta con una sentenciajudicial firme ordenando cl pago de dicha
pensión.

14. En tal sentido, soy de la opinión quc Ia cmisión de la Resolución 282-2013-
ONP/DPR.ll./DL I9990. resL¡lta lesiva del derccho invocado, por cuanto suspende el
goce de la pensión del actor, luego de 9 años de haberle otorgado pensión de jubilación
definitiva por enfermedad peamanente v pese a contar este con una sentencia judicial
firme qL¡e dispone su pago, basado únicamente en una presunta obligació¡1 del actor de
comprobar su estado dc invalidez, sin tener en cuenta quc la norma especial es el
Dccreto Ley 19990 y literalmente señala que para dichos casos no se exige
comprobación dcl estado de invalidez. Por lo cxpuesto, consideao que la resolución
recurrida debe ser revocada! restituyéndosc los efectos de la Resolución 13277-2004-
ONP/DP/DL 19990, debiendo disponerse el pago de las pensiones devengadas desde la
fecha en que fue suspendida, más los intereses legales y los costos procesales.
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